Modifica el artículo 675 del Código de Procedimiento Penal, estableciendo un nuevo canal de revisión en caso de violaciones a los derechos humanos
Boletín N° 6491‑17

Considerando:

1.
Las políticas represivas desplegadas por el régimen militar que puso término al gobierno del Presidente Salvador Allende tras el golpe de Estado de 1973 crearon un cuadro de graves, extendidas y sistemáticas violaciones de los derechos humanos que fueron denunciadas nacional e internacionalmente.

2.
Ligados orgánicamente a este cuadro de videncia estatal se desarrollaron en la institucionalidad fenómenos y mecanismos de impunidad que deformaron y desnaturalizar gravemente el ordenamiento jurídico- político el país. Así, baste citar la competencia¡ hipertrofiada de la justicia militar, la existencia de juicios basada en confesiones extraídas bajo torturas, los Estados de excepción permanente, la inhibición de los tribunales de juzgar actos de represión y, particularmente, la vigencia del Decreto Ley No. 2.191 de 1978, la llamada "ley de auto amnistía".

3.
Hoy la evolución del derecho internacional hace que la impunidad sea un verdadero "ilícito internacional", pues las graves violaciones de los Derechos Humanos constituyen una ofensa en perjuicio de toda la humanidad, correspondiendo a todos los Estados, de acuerdo al principio de justicia universal, la persecución, juzgamiento y sanción de los responsables de estos crímenes.

4.
Estos principios son consagrados en un texto expreso que hoy se entiende norma de Jus Cogens, la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad (1968), adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la asamblea general en su resolución 2391 (XXIII), de 26 de noviembre de 1968 y con entrada en vigor: 11 de noviembre de 1970, de conformidad con el artículo VIII.

En ella se establece a la letra, en su artículo 1°: "Los crímenes siguientes son imprescriptibles, cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido:

a) 
Los crímenes de guerra según la definición dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, y confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 ( I ) de 13 de febrero de 1946 y 95 (I) de 11 de diciembre de 1946, sobre todo las "infracciones graves" enumeradas en los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas de la guerra; 
b) 
Los crímenes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo de guerra como en tiempo de paz, según la definición dada eh el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Nuremberg, de 8 de agosto de 1945, y confirmada por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 ( I ) de 13 de febrero de 1946 y 95 (1) de 11 de diciembre de 1946, así como la expulsión por ataque armado u ocupación y los actos inhumanos debidos a la política de apartheid y el delito de genocidio definido en la Convención de 1948 para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio aun si esos actos no constituyen una violación del derecho interno del país donde fueran cometidos. "
5.
La necesidad de acortar y hacer desaparecer finalmente la brecha entre la normatividad heredada de la dictadura y las exigencias derivadas de los principios y contenidos de los pactos internacionales de Derechos Humanos suscritos por Chile es una necesidad reivindicada desde hace muchos por el movimiento de derechos humanos en su conjunto, y una aspiración querida por los más amplios sectores de la población desde hace mucho.
6. Resolver esta situación se ha hecho hoy más impostergable aún con la dictación del fallo Almonacid. Entre sus conclusiones, la Corte Interamericana de Derechos, en forma unánime, ha enumerado las siguientes obligaciones para el Estado de Chile: "5. El Estado debe asegurarse que el Decreto Ley No. 2.191 no siga representando un obstáculo para la continuación de las investigaciones de la ejecución extrajudicial del señor Almonacid Arellano y para la identificación y, en su caso, el castigo de los responsables, conforme a lo señalado en los párrafos 145 a 157 de esta Sentencia; 6. El Estado debe asegurarse que el Decreto Ley No. 2.191 no siga representando un obstáculo para la investigación, juzgamiento y, en su caso, sanción de los responsables de otras violaciones similares acontecidas en Chile, conforme a lo señalado en el párrafo 145 de esta Sentencia. "
7.
El fallo de la Corte Interamericana contiene la obligación de hacer justicia en la causa particular de Luis Almonacid, resolución que es vinculante para el Estado chileno, que expresamente ha aceptado la jurisdicción contenciosa de este tribunal, y no una mera recomendación.

8.
Sin embargo, está la institución de la cosa juzgada o principio de ne bis in idem, consagrado en nuestro ordenamiento procesal, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14, numeral 5°) y en el propio Pacto de San José de Costa Rica (artículo 8, numeral 4°). Sobre este principio, refiriéndose al caso Almonacid, la Corte Interamericana ha indicado: "En lo que toca al principio ne bis in idem, aún cuando es un derecho humano reconocido en el artículo 8.4 de la Convención Americana, no es un derecho absoluto y, por tanto, no resulta aplicable cuando: i) la actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o absolver al responsable de una violación a los derechos humanos o al derecho internacional obedeció al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido independiente o imparcialmente de conformidad con las debidas garantías procesales, o iii) no hubo la intención real de someter al responsable a la acción de la justicia
. Una sentencia pronunciada en las circunstancias indicadas produce una cosa juzgada "aparente " o `fraudulenta"
. Por otro lado, esta Corte considera que si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de los responsables de violaciones a los derechos humanos, y más aún, de los responsables de crímenes de lesa humanidad, pueden ser reabiertas las investigaciones, incluso si existe un sentencia absolutoria en calidad de cosa juzgada, puesto que las exigencias de la justicia, los derechos de las víctimas y la letra y espíritu de la Convención Americana desplaza la protección del ne bis in idem " (párrs. 145‑154).

9.
La manea de conciliar la cosa juzgada con las obligaciones internacionales es recurriendo al viejo instituto del recurso de revisión, que es la manera como nuestro ordenamiento jurídico remedia situaciones de cosa juzgada cuando esta tiene algún origen espurio. Una solución este tipo, además, salvaguarda la garantía del artículo 76 de nuestra Constitución Política (°... Ni el Presidente de la República ni el Congreso Nacional pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos. "), en orden a que no hay una autoridad de un orden distinto al judicial que revisa el mérito de un proceso 0 revive un proceso fenecido, sino que se devuelve al sistema judicial el mecanismo para reparar una escisión evidentemente nula y contradictoria con el ordenamiento jurídico.

10. 
Así mismo, se entiende que no pueden haber en el mundo del derecho decisiones contradictorias sobre un mismo punto, no podemos decir que el fallo Almonacid es inválido, lo mismo sobre los demás casos en que se ha aplicado la ley de amnistía. Con la introducción de estas dos causales en el artículo 675 del Código de Procedimiento Penal se restablecería el imperio del derecho.

11. 
Por tanto, los Diputados aquí firmantes venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO UNICO: Agréguese al artículo 657 del Código de Procedimiento Penal dos nuevas causales:

"5. Cuando aparezcan hechos establecidos en una resolución judicial que acrediten que la sentencia está basada en confesiones obtenidas bajo tortura.

6. Cuando la sentencia haya sido dictada en contravención a obligaciones contraídas por el Estado de Chile, en virtud del derecho internacional consuetudinario, convencional, principios generales del derecho y las normas de jus cogens, en materia de crímenes de guerra o de lesa humanidad."

� O.N.U., Estatuto de Roma de fa Corte Penal Internacional, aprobado por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una corte penal internacional, U.N. Doc. A/CONF.183/9, 17 de julio de 1998, art. 20; Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, S/Resl827, 1993, Art. 10, y Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Ruanda, S/Resf955, 8 de noviembre de 1994, Art. 9.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Carpio Nicolle y otros, Sentencia de 22 de noviembre de 2004, párr. 131.





